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Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz
TEMAS:
NULIDAD PROCESAL / PRETERMISIÓN ÍNTEGRA DE LA INSTANCIA / CONSULTA DE SENTENCIA CONTRA ENTIDADES RESPECTO DE LAS QUE LA NACIÓN SEA GARANTE / OBLIGACIÓN DE HACERLO RESPECTO DE PROCESOS INICIADOS EN VIGENCIA DE LA LEY 1149 DE 2007.
El artículo 69 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, con la modificación que le introdujo el artículo 14 de la Ley 1149 de 2007, estableció el grado jurisdiccional de consulta para las sentencias de primera instancia cuando fueren adversas a la Nación, al Departamento o al Municipio o a aquellas entidades descentralizadas en las que la Nación sea garante. (…)
En el anterior orden de ideas, en vigencia del artículo 14 de la Ley 1149 de 2007, que en este Distrito Judicial empezó a regir el 1º de julio de 2011, las sentencias que fueron proferidas en contra de Colpensiones, debieron ser consultadas, con independencia de su naturaleza jurídica –Empresas Industriales y Comerciales del Estado– y ello es así por cuanto es innegable que esta entidad, tiene a su cargo la administración del régimen de prima media, de cuyas prestaciones el Estado es garante conforme las disposiciones citadas en el extracto jurisprudencial. (…)
Son causal de nulidad procesal y como tal tienen la entidad de dejar sin efectos toda o parte de una actuación judicial, las que taxativamente se encuentran previstas en el artículo 133 del Código General del Proceso, siendo una de ellas la consagrada en el numeral 2º, que en su tenor literal consagra “Cuando el juez procede contra providencia ejecutoriada del superior, revive un proceso legalmente concluido o pretermite íntegramente la respectiva instancia”. (…)

De acuerdo con las anteriores consideraciones, habiéndose iniciado el proceso ordinario el 20 de enero de 2012, esto es, en vigencia en este Distrito de la ley 1149 de 2007, ninguna duda ofrece el hecho de que la sentencia dictada por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira el 11 de septiembre de 2012, debía ser consultada, pues tal garantía nació para el ISS y posteriormente para Colpensiones con la entrada en vigencia de la Ley 1149 de 2007 -1º de julio de 2011- y no con las múltiples decisiones que en dicho sentido ha proferido la Sala de  Casación Laboral en sede de tutela.  
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, once de septiembre de dos mil diecinueve
Acta número ___ de 11 de septiembre de 2019
En la fecha, siendo las ocho de la mañana, la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación presentado por Colpensiones contra el auto que declaró no probada la excepción de prescripción, proferido por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de esta ciudad el día 6 de junio de 2019, dentro del proceso ejecutivo laboral que adelanta la señora Gloria Elena Arias León, cuya radicación corresponde al número 66001-31-05-002-2012-00050-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

En este estado de la diligencia, se le corre traslado a las partes con el propósito de que si lo consideran necesario presenten sus alegatos de conclusión en un lapso de 5 minutos, término que considera la Sala prudente para el efecto de conformidad con lo previsto en el parágrafo 2º del artículo 42 del C.P.T.
Oídas las argumentaciones de las partes y como quiera que los aspectos propuestos por ellas fueron tenidos en cuenta al momento de discutir el proyecto presentado por el ponente procede la Sala a resolver lo que es materia del recurso, teniendo en cuenta para ello los siguientes:
ANTECEDENTES

Luego de obtener sentencia favorable ante la jurisdicción laboral, la señora Gloria Elena Arias León inició acción ejecutiva con el fin de que fuera librado mandamiento de pago a su favor por la suma de $4.533.600 por concepto de costas procesales de primera instancia, los intereses legales y las costas generadas del proceso ejecutivo.
En providencia de fecha ocho de febrero de 2018, el juzgado de conocimiento libró mandamiento de pago respecto a las costas procesales reclamadas, sus intereses y las que se generaran en la acción ejecutiva y dispuso la notificación de la ejecutada.
Notificada en debida forma, Colpensiones formuló como excepciones las que denominó Prescripción, Inexigibilidad de la Obligación y buena fe.
En audiencia celebrada el 6 de junio de 2019, el juzgado de conocimiento, luego de precisar que las únicas excepciones respecto a las cuales podía pronunciarse, son las previstas en el artículo 442 del Código General del Proceso, por tratarse el título judicial de una sentencia legalmente ejecutoriada, procedió a estudiar la excepción de prescripción formulada por la ejecutada, la que declaró no probada al advertir que no se daban presupuestos para ello.  Como consecuencia de esta decisión ordenó seguir adelante con la ejecución.
El fundamento de esa decisión descansó en lo dispuesto en los artículos 488 del Código Sustantivo del Trabajo y 151 del Código de Procedimiento Laboral, toda vez que consideró que la obligación cobrada por la vía ejecutiva hace parte de una unidad de crédito que no se desliga del proceso ordinario porque su génesis es justamente en la sentencia que resolvió el asunto, por lo tanto su trámite debe seguir la misma cuerda procesal, de allí que, la prescripción debe ceñirse a las normas procesales propias de la especialidad, debiendo ser entonces el término para que el fenómeno prescriptivo afecte la obligación, el mismo contenido en las normas previamente citadas. Para sustentar su tesis, la a quo trajo a colación decisiones de la Sala de Casación Laboral en sede de tutela.
Indicó también la funcionaria que la interrupción de dicho medio exceptivo se rige por las disposiciones del artículo 94 del Código General del Proceso, encontrando así que la reclamación administrativa o cuenta de cobro no tiene la virtualidad de interrumpir la prescripción a menos que así lo indique la sentencia que se pretenda ejecutar o que se produzca la interrupción natural contemplada en el artículo 2539 del C.C. o la renuncia de la prescripción prevista en el artículo 2514 ibídem.
En ese sentido, señaló que al haber quedado ejecutoriado el auto que aprueba las costas el 3 de octubre de 2012 y como quiera que la sentencia no condicionó la acción ejecutiva a la presentación de la cuenta de cobro, el término que tenía el demandante para presentar la acción ejecutiva era de tres años contados a partir de esa datas, lo que indica que tenía hasta el 3 de octubre de 2015 para accionar; sin embargo presentó la solicitud de mandamiento el pago 12 de agosto de 2016, lo que en principio permitiría concluir que la obligación se encuentra prescrita.   
No obstante señaló la funcionaria que en la Resolución GNR 37280 del 12 de enero de 2016, por medio de la cual Colpensiones dio cumplimiento al fallo, la demandada aceptó expresamente la acreencia al indicar que a través de la misma se daba cumplimiento a la decisión judicial, la que también contempla las costas procesales, por lo tanto, se presentó la renuncia a la prescripción prevista en el artículo 2514 del C.C.
Ahora, como quiera que la notificación de dicho acto administrativo se realizó el 19 de enero de 2016 y la petición de mandamiento se elevó el 12 de agosto de 2016, por lo que se puede concluir que la acción no se encuentra prescrita.
Inconforme con la decisión, la parte ejecutada la apeló indicando que la entidad dio cumplimiento a la orden judicial en el presente proceso mediante las resolución GNR 7280 de 12 de enero de 2016 y GNR 3018 de 29 de noviembre de la misma anualidad a favor de la actor, salvaguardando de este modo responsabilidades de orden fiscal, económico y judicial que se deriven del acatamiento de dicha orden impartida, no siendo entonces procedente condenar a la entidad al pago objeto de la presente ejecución, en el entendido que su actuación ha sido de buena fe, toda vez que se ha atendido de manera diligencia las reclamaciones sobre créditos laborales y cuando ellos han sido debidamente comprobados,  conforme a las normas vigentes, ha procedido a reconocerlos.
CONSIDERACIONES:

PROBLEMA JURÍDICO

El asunto bajo estudio plantea a la Sala, los siguientes problemas jurídicos:
¿Era menester que se surtiera el grado jurisdiccional de consulta, cuando el condenado en el proceso ordinario laboral es Colpensiones?

Para resolver el interrogante formulado es necesario hacer las siguientes precisiones: 

1. DE LA OBLIGATORIEDAD DE SURTIR EL GRADO JURISDICCIONAL DE CONSULTA DE LAS SENTENCIAS EN CONTRA COLPENSIONES.

El artículo 69 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, con la modificación que le introdujo el artículo 14 de la Ley 1149 de 2007, estableció el grado jurisdiccional de consulta para las sentencias de primera instancia cuando fueren adversas a la Nación, al Departamento o al Municipio o a aquellas entidades descentralizadas en las que la Nación sea garante. –Negrilla fuera del texto-

La Sala de Casación Laboral en sede de tutela, indicó lo siguiente:

“con fundamento en las disposiciones de la L.100/1993 y las demás normas que la complementa, modifica y reglamenta, tales como los decretos 692/1994, 1071/1995, 832/9196 y la L.797 de 1993 que el Estado tiene la calidad de garante de las pensiones del régimen de prima media con prestación definida a cargo del extinto ISS, tesis que se reforzó con el primer inc. del A.L.001/2005 que adicionó el art. 48 constitucional  según el cual “El Estado garantizará los derechos, la sostenibilidad financiera del Sistema Pensional respetará los derechos adquiridos don arreglo a la Ley y asumirá el pago de la deuda pensional que de acuerdo con la Ley esté a su cargo” 

Así ha concluido en múltiples oportunidades, que la Nación sí garantiza el pago de pensiones, se itera, del régimen de prima media con prestación definida, de forma que debe surtirse el grado jurisdiccional de consulta consagrado en el art. 69 del C.P.T. y S.S. para proteger el interés público que está implícito en las eventuales condenas por las que el Estado debe responder
”.

En el anterior orden de ideas, en vigencia del artículo 14 de la Ley 1149 de 2007, que en este Distrito Judicial empezó a regir el 1º de julio de 2011, las sentencias que fueron proferidas en contra de Colpensiones, debieron ser consultadas, con independencia de su naturaleza jurídica –Empresas Industriales y Comerciales del Estado– y ello es así por cuanto es innegable que esta entidad, tiene a su cargo la administración del régimen de prima media, de cuyas prestaciones el Estado es garante conforme las disposiciones citadas en el extracto jurisprudencial.

Es más, tal es la protección al interés público, que la consulta a favor de las entidades descentralizadas en las que la Nación es garante, no se limita a que la decisión le sea totalmente desfavorable a la demandada, pues basta que resulte parcialmente condenada, debiendo incluso surtirse, aun cuando haya sido interpuesto el recurso de apelación, en los puntos que no fueron objeto de la impugnación, tal y como lo consideró la Alta Magistratura en la decisión citada, en la cual ejerció su función unificadora, indicando de manera contundente que las decisiones que por mandato de la Ley deben ser consultadas, no cobraran ejecutoria hasta tanto no se haya surtido dicho trámite, conforme lo consagrado en el artículo 331 del CPC.

2. NULIDADES INSANEABLES EN EL TRÁMITE PROCESAL

Son causal de nulidad procesal y como tal tienen la entidad de dejar sin efectos toda o parte de una actuación judicial, las que taxativamente se encuentran previstas en el artículo 133 del Código General del Proceso, siendo una de ellas  la consagrada en el numeral 2º, que en su tenor literal consagra “Cuando el juez procede contra providencia ejecutoriada del superior, revive un proceso legalmente concluido o pretermite íntegramente la respectiva instancia”, causal que según las voces del parágrafo del artículo 136, es insaneable –negrilla fuera de texto–.

3. CASO CONCRETO
De acuerdo con las anteriores consideraciones, habiéndose iniciado el proceso ordinario el 20 de enero de 2012, esto es, en vigencia en este Distrito de la ley 1149 de 2007, ninguna duda ofrece el hecho de que la sentencia dictada por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira el 11 de septiembre de 2012, debía ser consultada, pues tal garantía nació para el ISS y posteriormente para Colpensiones con la entrada en vigencia de la Ley 1149 de 2007 -1º de julio de 2011- y no con las múltiples decisiones que en dicho sentido ha proferido la Sala de  Casación Laboral en sede de tutela.  

Por consiguiente, la omisión de dar curso al trámite de consulta invalida la actuación surtida con posterioridad a la sentencia de primer grado, en los términos del numeral 2º del artículo 133 del CGP y del parágrafo del artículo 136 ibídem.

Tal posición fue asumida por la Sala de Casación Laboral en la sentencia STL-4255 de 4 de diciembre de 2013, al decidir la segunda instancia en un caso en el que ya se había iniciado el proceso ejecutivo a continuación del ordinario y, aun así el juzgado accionado declaró la nulidad de la actuación surtida con posterioridad a la sentencia dictada el 13 de marzo de 2013, por no haberse agotado la consulta a favor de Colpensiones.  Esa decisión, según lo consideró la Corte como juez constitucional, no resulta vulneratoria del debido proceso, de la seguridad jurídica, ni de la figura de la cosa juzgada.  En efecto, dijo la alta corporación: 

 “es importante resaltar que en este caso el grado jurisdiccional de consulta operó por ministerio de la ley. Por tanto, la sentencia no cobra ejecutoria hasta tanto se surta el mismo”.  

Posteriormente indicó,  “Así las cosas, la decisión proferida por el juzgador de primer grado, en la que se imponga una condena parcial o total contra la Nación, los entes territoriales o los descentralizados donde aquélla sea garante, no cobrará ejecutoria hasta tanto se surta el grado jurisdiccional de consulta, conforme a lo dispuesto en el artículo 331 del C.P.C., aplicable a los juicios laborales y de seguridad social por autorizarlo así el artículo 145 del C.P.T y S.S.” - SLT 7382-15 del 9 de junio de 2015.

En el anterior orden de ideas, se declarará la nulidad de toda la actuación surtida en el presente proceso ejecutivo, así como la adelantada en el proceso ordinario laboral de primera instancia con posterioridad a la sentencia del 11 de septiembre de 2012.

Por economía procesal, teniendo en cuenta que el expediente en su totalidad fue remitido para resolver la apelación formulada, se fijará como fecha y hora para atender el grado jurisdiccional de consulta, el día miércoles dos (2) de octubre de 2019 a las dos de la tarde (2:00 p.m.), oportunidad en la que se llevará a cabo la Audiencia Pública de que se trata el artículo 13 de la Ley 1149 de 2007.  Igualmente, se dispondrá informar lo aquí decidido a los Ministerios de Salud y Protección Social y de Hacienda y Crédito Público.
Costas a cargo del recurrente.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO. DECLARAR LA NULIDAD de todo lo actuado en el proceso ejecutivo laboral, iniciado por la señora Gloria Elena Arias León contra Colpensiones.

SEGUNDO: DECLARAR la NULIDAD del trámite adelantado en el proceso ordinario laboral iniciado por la señora Gloria Elena Arias León contra el Instituto de Seguros Sociales hoy Colpensiones con posterioridad a la sentencia proferida el 11 de septiembre de 2012, por haberse configurado la causal 3ª del artículo 140 del C.P.C.

TERCERO. DISPONER la CONSULTA dentro del proceso ordinario laboral iniciado por la señora GLORIA ELENA ARIAS LÉON contra el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES hoy COLPENSIONES.

CUARTO.  FIJAR como fecha para que tenga lugar la Audiencia Pública de que se trata el artículo 13 de la Ley 1149 de 2007, el día MIERCOLES DOS (2) de OCTUBRE de 2019 a las DOS de la tarde (2:00 p.m.).

QUINTO: COMUNICAR esta decisión a los Ministerios de Salud y Protección Social y de Hacienda y Crédito Público y al Juzgado Tercero Laboral del Circuito.
Sin costas.

Notifíquese

Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
   ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Aclara Voto





   Comisión del Servicios
� STL 7382 de 9 de junio de 2015
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